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            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, tres de noviembre de dos mil nueve
Acta  N° 580.
Procede la Sala a decidir la consulta ordenada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de la ciudad respecto del auto dictado el 16 de octubre pasado en el incidente por desacato que se adelantó contra el Instituto de Seguros Sociales, en el que se sancionó a la doctora María Gregoria Vásquez Correa, Jefe del Departamento de Pensiones de la entidad, con un día (1) de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente como consecuencia del presunto incumplimiento de la sentencia proferida el 10 de junio de 2009 dentro de la acción de tutela instaurada por María Colorado Ortiz.
ANTECEDENTES

En el referido fallo el despacho a quo decidió conceder la tutela pedida por la demandante y, en consecuencia, ordenó al Representante Legal del Instituto de Seguros Sociales que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contados a partir de la notificación de la sentencia “cancele (sic) las incapacidades laborales adeudadas a la accionante a la fecha, cuyo término para el pago no podrá exceder de 15 días” y que “expida el acto administrativo que resuelva de fondo negativa o positivamente la petición de la actora referente a la pensión por invalidez, sin el pretexto de que presenta doble afiliación”.
El 25 de septiembre de este año la demandante presentó escrito en el que pidió adelantar el incidente de desacato porque el Instituto de Seguros Sociales no ha cumplido las ordenes impartidas en la sentencia. El Juzgado mediante auto de 28 de septiembre de 2009, atendió la solicitud de la parte actora y corrió traslado al ISS “por medio de su representante legal o a quien haga sus veces para que se pronuncie en el término de tres (3) días y allegue las pruebas que pretenda hacer valer”. Transcurridos los cuales en silenció, se decidió imponer a la Jefe del Departamento de Pensiones la sanción a que se hizo alusión. 
En esta instancia se pronunció la doctora María Gregoria Vásquez Correa para explicar lo actuado con respecto a la pensión de invalidez de la señora Colorado Ortiz.
En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 52 del decreto 2591 de 1991 se remitió el expediente para que se surtiera la consulta de la decisión, grado jurisdiccional que se resuelve con base en las siguientes
CONSIDERACIONES

La norma últimamente mencionada dispone: 

"La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

“La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción. La consulta se hará en el efecto devolutivo".

En cuanto a la finalidad de esta revisión supletoria, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dicho lo siguiente
:

“El juez que conozca del incidente de desacato se debe limitar a corroborar si la parte resolutiva de la sentencia de tutela fue cumplida e imponer las respectivas sanciones, en caso que lo considere necesario.  En virtud de que se estudia el cumplimiento de fallos que están en firme, no cabe entrar a rebatir lo señalado por los jueces de tutela.  Hacerlo sería atentar gravemente contra la seguridad jurídica en una materia tan delicada como la protección de derechos fundamentales”.

Como bien lo señala la jurisprudencia transcrita y de hecho lo tiene presente esta Sala, el incidente de desacato no es el escenario adecuado para revisar la decisión de tutela que se dice incumplida, por lo que la resolución del mismo únicamente puede fundarse en los hechos que lo sustentan confrontados con los términos de la providencia correspondiente, porque como también tiene definido la jurisprudencia constitucional:
“Respecto a los límites, deberes y facultades del juez de tutela que conoce del incidente de desacato y en virtud de lo que hasta ahora ha sido señalado, debe reiterarse que el ámbito de acción del juez está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente. Por lo tanto, es su deber verificar: (1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)
. 

Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada. Finalmente, si existe responsabilidad deberá imponer la sanción adecuada – proporcionada y razonable – a los hechos.”

En desarrollo de esa tarea debe advertirse que no fue muy ortodoxo desde el punto de vista procesal que se sancionara a la Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de Seguros Sociales, pues como se dijo, en el trámite incidental  impera verificar si el destinatario de la orden la incumplió. Sobre todo porque el mandato impuesto en la sentencia de tutela presuntamente incumplida se dirigió al “representante legal del Instituto del Seguro Social” [sic], de ahí que el auto que dispuso dar inicio al incidente de desacato se dirigió en contra del mismo funcionario. No obstante, de una manera intempestiva se sancionó a la doctora María Gregoria Vásquez Correa, situación que vislumbra un rotundo desconocimiento del debido proceso en este trámite y que impone su revocatoria, pues en la acción de tutela y en el incidente de desacato, no por ser tramites expeditos y sumarios que procuran la protección de derechos fundamentales de la parte actora, pueden desconocerse, como aquí, los de otras personas. En ese sentido lo ha dicho la H. Corte Constitucional:
““ (N)o puede olvidarse que la observancia del debido proceso es perentoria durante el trámite incidental
, lo cual presume que el juez, sin desconocer que debe tramitarse al igual que la tutela de manera expedita, no puede descuidar la garantía del derecho al debido proceso y el derecho de defensa. Debe (1) comunicar al incumplido sobre la iniciación del mismo y darle la oportunidad para que informe la razón por la cual no ha dado cumplimiento a la orden y presente sus argumentos de defensa. Es preciso decir que el responsable podrá alegar dificultad grave para cumplir la orden, pero sólo en el evento en que ella sea absolutamente de imposible cumplimiento
, lo cual debe demostrar por cualquier medio probatorio; así mismo, debe (2) practicar las pruebas que se le soliciten y las que considere conducentes son indispensables para adoptar la decisión; (3) notificar la decisión; y, en caso de que haya lugar a ello, (4) remitir el expediente en consulta ante el superior.”

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, REVOCA el auto consultado y, en su lugar, se ABSTIENE de imponer sanción alguna a la doctora María Gregoria Vásquez Correa, Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de Seguros Sociales. 
En firme este proveído, devuélvase el expediente a su oficina de origen.



Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,





Fernán Camilo Valencia López 

Claudia María Arcila Ríos

                               Gonzalo Flórez Moreno









� Sentencia T-421/03.  M.P. Doctor:  Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencias T-553/02 y T-368/05.


� Sentencia T-1113 de 2005 M.P. Doctor: Jaime Córdova Triviño.


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencias T-572 del 29 de octubre de 1996 (M.P. Antonio Barrera Carbonell) y T-766 de 1998, ya citada.


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencias T-635 del 15 de julio de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) y T-086 de 2003, ya citada.


� T-459 de 2003
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